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Exp.- 481/2019-2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 481/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA. 

EN CUMPLIMIENTO  A EJECUTORIA DE JUICIO DE AMPARO NUMERO 301/2020 DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL NOVENO CIRCUITO.

	ACTORA: **********

	DEMANDADAS: INSPECTOR AUTORIZADO DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, DE NOMBRE **********; DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI; Y, SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a diecinueve de abril de dos mil veintiuno.

VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 481/2019/2, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo dictada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito en el juicio de amparo directo administrativo número 301/2020; promovido por la C. **********, contra actos del C. Inspector Autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de nombre **********, Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí; y, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el cuatro de junio del dos mil diecinueve, la C. **********,**********por su propio derecho, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del C. Inspector Autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de nombre **********, Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí; y, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, respecto de los actos consistentes en:

“Acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha 17 de abril de 2019”

“La orden de pago dirigido a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic) suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes, **********, de fecha 23 de abril de 2019”

“Recibo de pago con número de folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el que se advierte la cantidad erogada por la suscrita por **********.”
2.- Mediante auto de cinco de junio de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que dentro del plazo legal al efecto establecido en los artículos 238 y 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestaran lo que a su derecho conviniera.
3.- Por proveído de fecha veintisiete de junio del dos mil diecinueve, se tuvo al C. **********en su carácter de Encargado de Despacho de la Dirección de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, al C. **********en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes, al C. **********, en su carácter de Inspector habilitado de la citada Secretaria, y por el Licenciado **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la citada Secretaria, por contestando la demanda, ordenándose que se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Por último se señalaron las once horas del siete de agosto del dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.
4.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos el secretario dio cuenta con un escrito del autorizado de la parte actora mediante el cual formuló los mismos, y certificó que por las autoridades demandadas no se formularon, y se citó para su resolución.
5.- Con fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte, esta Segunda Sala Unitaria emitió sentencia definitiva en el Juicio Contencioso Administrativo número 481/2019; en contra de dicha resolución, la C. **********, promovió demanda de Amparo Directo con fecha dos de julio del dos mil veinte, con esa demanda se inició el Juicio de Amparo Directo número 301/2020 del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito.

6.- El Primer Tribunal Colegiado emitió sentencia en el Juicio de Amparo número 301/2020, en la sesión de Pleno de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintiuno; con dicha sentencia se otorgó el amparo y protección de la Justicia de la Unión a la  C. **********, para que dejara insubsistente la sentencia de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte, y en su lugar emitiera otra en el que: “
(…) 
2. Prescinda de considerar que la actora, aquí quejosa, carece de interés para demandar la nulidad del acto consistente en el acta de retiro de vehículo **********, ya que debía demostrar encontrarse en los supuestos a que se refieren los artículos 71 bis y 71 quater de la Ley de Transportes del Estado de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada; 
3. Prescinda de considerar que el procedimiento que le fue aplicado a la quejosa por parte de la autoridad responsable fue el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; y, 
4. Hecho lo anterior, con libertad de jurisdicción, resuelva lo que en derecho corresponda. 
(…)”.

7.- Mediante proveído de fecha veintiséis de febrero de dos mil veintiuno, y en virtud de los acuerdos de Pleno de este Tribunal dictados el veintiséis de enero, cuatro y doce de febrero de dos mil veintiuno; se determinó, en el primer acuerdo señalado, suspender actividades jurisdiccionales con motivo de la contingencia sanitaria, del veintisiete de enero al cinco de febrero de dos mil veintiuno;  en el segundo y tercero, se determinó la prórroga de la suspensión de actividades jurisdiccionales del ocho al diecinueve de febrero del dos mil veintiuno, respectivamente, por lo que se reanudo la actividad jurisdiccional el día veintidós de febrero de dos mil veintiuno.

8.- Por auto de fecha cinco de abril de dos mil veintiuno, esta Segunda Sala Unitaria dejó sin efectos la Sentencia de fecha diecisiete de febrero del dos mil veinte; y se turnó el expediente para la elaboración del nuevo proyecto de resolución.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter administrativo suscitada entre un particular y un Organismo Público, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La ejecutoria de amparo que en esta Sentencia se cumplimenta, en lo sustancial establece literalmente lo siguiente:

“(…) 
En diverso aspecto, en su tercer concepto de violación, la quejosa señala que trastoca sus derechos contenidos en los artículos 1 y 17 de la Constitución Federal, así como lo previsto por el artículo 231 del  Código Procesal Administrativo, que la autoridad responsable haya sobreseído respecto del acta consistente en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario al considerar que la quejosa no tiene interés jurídico ni legitimo para promover el juicio en contra de ese acto, ya que la pretensión de la quejosa era que se le permitiera realizar actividades de transporte público, consideración que sustentó con la cita artículo 231 del Código Procesal Administrativo.

(…) 

El precitado concepto de violación resulta fundado:

En efecto, como quedó puesto de relieve al inicio del presente considerando, en relación con el acta consistente en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, con motivo de que, en relación con dicho acto se actualizaba parcialmente la causa de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello, pues el artículo 231 de ese ordenamiento establece que sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo, asimismo, que en los casos en que el actor pretende obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas deberían acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.

Así mismo, que la actora debió demostrar tener derecho para prestar el servicio de transporte público, por medio de la autorización correspondiente por parte de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes a la empresa de redes de transporte a la que adujo pertenecer “UBER”, que el conductor del vehículo ********** se encontraba registrado ante dicha empresa de redes de transporte como prestador de sus servicios y que el registro fuera vigente al año correspondiente al de la inscripción.

Ahora, se estima que asiste razón a la peticionaria del amparo en el sentido de que dichas consideraciones resultan incorrectas, en razón de que, al demandar la nulidad del acto impugnado, la actora, aquí quejosa, no sustentó su pretensión en el hecho de prestar un servicio de transporte público concesionado, sino con motivo de contar con un derecho subjetivo de su propiedad.
Lo resaltado es propio
A efecto de poner de relieve lo anterior, se estima necesario traer a cuenta el contenido del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:

(…)
Del dispositivo en comento, se desprende que sólo podrán intervenir en un juicio administrativo las personas que tengan funden su pretensión en un interés jurídico o legítimo; asimismo, que cuentan con interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo y que cuentan con interés legitimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

En relación con lo anterior, debe decirse que, al promover su demanda de nulidad, la actora, aquí quejosa, en el capítulo número 7 de su demanda que denominó “interés jurídico”, expuso que:

(…)

A su escrito de demanda, la actora adjuntó copia simple de la carta factura **********con clave vehicular **********así como de la tarjeta de circulación relativa al vehículo relativo a dicha factura, documento aquél (carta factura) respecto del que en el acta de comparecencia de la actora ante la autoridad demandada Director de Comunicaciones y Transportes, de veintitrés de abril de dos mil diecinueve, se asentó que fue presentado para acreditar la propiedad del vehículo retirado de circulación, y documento éste último (licencia de circulación) a que se hizo referencia en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario.

En ese sentido, resulta incorrecto lo considerado por la autoridad responsable, en el sentido de que la actora contaba con la obligación de acreditar que se encontraba  en los supuestos previstos en los artículos 71 bis y 71 quater, de la Ley de Transportes del Estado, para la realización de una actividad reglada, en el caso, para prestar el servicio de transporte público.

Ello es así, en virtud de que, cómo quedó anotado, lo que reclamó en el juicio de origen fue la nulidad del acta de retiro vehículo no concesionario/no permisionario, folio ********** de fecha diecisiete de abril de dos mil diecinueve, efectuada sobre un vehículo del que expuso era de su propiedad; y no que se emitiera una sentencia que le permitiera realizar actividades reguladas como la supuesta prestación del servicio oneroso de transporte público a terceros por los que se emitió la referida acta; ello, aunado a que sería ilógico que la actora demandara la emisión de una sentencia que le permitiera prestar el servicio oneroso de transporte público a terceros con el vehículo por el que se levantó el acta del que demandó la nulidad, si en la demanda hizo valer como concepto de impugnación que era falso lo asentado en dicha acta ya que su vehículo no opera como transporte público.
Lo resaltado es propio
Lo anterior, porque de lo dispuesto en los artículos 30, 32, 109 fracción I y 132 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí y 126 del Reglamento de la Ley de Transporte Público que se citan en dicha acta, se desprende que tanto el propietario como el conductor del vehículo afecto a un acta como la que impugnó de nula en el juicio natural, son responsables solidarios pasivos de las sanciones, los pagos y las multas que deriven de dichas actas, de ahí que si la quejosa expuso ser propietaria del vehículo al que se refiere el acta de la que demandó la nulidad en el juicio de origen, es incuestionable que le asiste el interés jurídico para promover el juicio contencioso administrativo en contra de dicha acta, precisamente por esa responsabilidad solidaria con el conductor del vehículo de su propiedad.
Lo resaltado es propio
De ese modo, se desprende que el derecho aducido por la actora fue el de propiedad respecto del vehículo objeto del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario **********.

Además, cabe mencionar, porque robustece la conclusión anterior, que si bien, de lo dispuesto por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se advierte que el estudio de las causas de improcedencia y sobreseimiento que imperan en el juicio contencioso administrativo en esta entidad federativa es de orden público y de oficio, razón por la cual, su análisis amerita un estudio preferente, sea o no alegado por las partes; sin embargo, no se debe perder de vista, que el máximo tribunal ha sustentado, reiteradamente, el criterio de que cuando las causas de improcedencia o sobreseimiento se encuentran intrínsecamente ligadas con el fondo del asunto, como ocurre en el caso, deben desestimarse porque su examen implicaría el análisis de la cuestión sometida a la potestad de la autoridad jurisdiccional.

Dada la calificativa asignada al tercer concepto de violación, resulta innecesario pronunciarse respecto de lo manifestado por la parte quejosa en su noveno concepto de violación, en el que combate que el acto reclamado no cumplió con el requisito de exhaustividad, toda vez que no analizó lo manifestado por la actora en sus conceptos de impugnación identificados bajo los números uno, dos y tres, al haber decretado el sobreseimiento respecto del acto consistente en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, al estimar que la quejosa carecía de interés jurídico para impugnar dicho acto.

Ello toda vez que, al declarar fundado el anotado concepto de violación, la anotada falta de exhaustividad quedará “sub iudice” a lo que resuelva la autoridad responsable en relación con el acta de retiro de vehículo no permisionario/no concesionario, pues la autoridad responsable deberá prescindir de la consideración por la que determinó que la peticionaria del amparo carecía de interés jurídico para combatir la mencionada acta, por las razones detalladas en párrafos precedentes.  
(…)

Ahora, lo fundado de lo manifestado por la quejosa estriba en el hecho, de que resulta desacertado que la autoridad responsables hubiese determinado que el procedimiento que le fue aplicado a la quejosa fue el previsto en los artículos 122 y 1323 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, pues dichos dispositivos no se desprenden de los actos que analizó, consistentes en el acta de retiro de vehículo ********** de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, ni del acta de comparecencia de veintitrés de abril de dos mil diecinueve.
A efecto de ejemplificar lo anterior, se estima necesario traer a cuenta el contenido de los anotados documentos, cuyo contenido es el siguiente:

(…)

Expuesto lo anterior, como se adelantó, se procederá a analizar los anotados conceptos de violación identificados como primer, segundo y cuarto, los cuales serán analizados en un orden diverso al formulado.

(…)

En efecto, como quedó anotado con antelación, la autoridad responsable, de forma medular, por una parte consideró que contrario a lo manifestado por la quejosa, el procedimiento a que se refiere el artículo 133 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, no le era aplicable a la peticionaria del amparo, pues el procedimiento que le era aplicable era el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; conclusión la anterior, a la que arribó después de analizar el contenido de los artículos 17, 107, 108, 109, 127, 128, 132 y 133 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí

Ahora lo fundado de lo manifestado por la quejosa estriba en el hecho de que, resulta desacertado que la autoridad responsable hubiese determinado que el procedimiento que le fue aplicado a la quejosa fue el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; pues dichos dispositivos no se deprenden de los actos que analizó, consistentes en el acta de retiro de vehículo **********de dieciséis de abril de dos mil diecinueve, ni del acta de comparecencia de veintitrés de abril del dos mil diecinueve.
Lo resaltado es propio
(…)
Ahora, de las imágenes reproducidas se desprende que, como lo expone la peticionaria del amparo, las autoridades que las emitieron, por una parte, no invocaron los artículos a que aludió la responsable y, por otra, no hicieron referencia a que, para su emisión, estuviesen actuando dentro del procedimiento a que aludió la responsable.

Lo resaltado es propio
En ese sentido, como lo expone la quejosa, la ausencia de los precitados elementos, se traduce en que la autoridad responsable incluyó elementos que no formaron parte de la fundamentación y motivación del acto reclamado, por lo que mejoro dichos aspectos.
Lo resaltado es propio
(…)

Los precitados conceptos de violación resultan fundados en un aspecto e infundados en el resto.

En efecto, asiste razón a la impetrante de la tutela constitucional en el sentido de que resulta incorrecto que la autoridad responsable haya considerado que el procedimiento que le fue aplicado es el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, ya que la autoridad responsable realizó una interpretación incorrecta de los conceptos de sanción y medidas de seguridad.

(…)

Precisado lo anterior, debe decirse que asiste razón a la peticionaria del amparo en cuanto expone que resulta incorrecto lo considerado por la autoridad responsable en el sentido de que el procedimiento que le fue aplicado fue el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí; ello, toda vez que el anotado artículo 122 se refiere a las medidas de seguridad como lo es, en el caso, el retiro de vehículo y no así a las sanciones como en el caso lo constituye la multa, la cual, se encuentra prevista en la Ley en comento y no así en el Reglamento.
Asimismo, debe decirse que si bien el diverso artículo 132 hace alusión a un procedimiento, como quedó anotado, este es el que se describe y desarrolla en la Ley de Transporte para los sujetos a que alude y que debe culminar con una resolución fundada y motivada en la que, para imponer una sanción, deben ponderarse los requisitos a que se refiere el artículo 128 del propio ordenamiento.

Procedimiento el anterior que, como quedó anotado, se encuentra previsto en la Ley en comento y no así en el Reglamento, pues –incluso- conviene recordar que las disposiciones relativas a dicho procedimiento (artículos 133 y 133 bis) y los sujetos a quienes se encuentran dirigidas, se encuentran contenidas en el Titulo Décimo Quinto, Capítulo I denominado “DE LAS SANCIONES Y DEL PROCEDIMIENTO PARA SU APLICACIÓN”, de la Ley de Transporte Público del Estado, circunstancia que pone de relieve el desacierto de lo considerado por la autoridad responsable y lo fundado de lo manifestado por la peticionaria del amparo.

(…)

Aunado a ello, debe decirse que no pasa desapercibido para este tribunal los argumentos formulados por la peticionaria del amparo en los que, esencialmente, expone que el acto reclamado vulnera en su perjuicio los artículos 1, 14, 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los diversos artículos 8 numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en atención a principio de presunción de inocencia en materia administrativa; ya que de acuerdo a los artículos anteriormente transcritos, tiene el derecho a que existe un procedimiento que cumpla con la debida motivación y fundamentación y del que desconoce la resolución que se haya emitido en este, la cual, de igual de modo debe cumplir con los anotados requisitos.

No obstante los anotados disentimientos se encuentran “sub iudice”, toda vez que por una parte, dichos argumentos fueron formulados por la peticionaria del amparo en sus conceptos de impugnación; por otra parte, como quedó anotado, es desacertada la consideración por la que la autoridad responsable expuso que el procedimiento que le había sido aplicado a la peticionaria del amparo fue el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del  Estado de San Luis Potosí y; en una diversa parte, el estudio de los precitados aspectos será efectuado por la autoridad responsable, en su caso, con posterioridad a que realice el análisis de los conceptos de impugnación formulados por la actora –aquí quejosa- tendentes a combatir el acta de retiro de vehículo, al haberse desvirtuado las consideraciones en que se sustentó el sobreseimiento de dicho acto y que fueron declaradas incorrectas en esta ejecutoria, acto éste último (acta de retiro) cuyo estudio es de orden previo al de los diversos conceptos tendentes a impugnar el procedimiento aludido en párrafos precedentes.
De ahí que es la autoridad responsable quien deberá resolver las anotadas pretensiones de la accionante en relación con el acto impugnado y el procedimiento del que se inconforma la peticionaria del amparo.

Decisión

Ante lo fundado de parte de los conceptos de violación, lo procedente es conceder la protección constitucional para el efecto de que la autoridad responsable:

1. Deje insubsistente el acto reclamado y, en su lugar, emita otro en el que:
2. Prescinda de considerar que la actora, aquí quejosa, carece de interés para demandar la nulidad del acto consistente en el acta de retiro de vehículo **********, ya que debía demostrar encontrarse en los supuestos a que se refieren los artículos 71 bis y 71 quater de la Ley de Transportes del Estado de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada; 

3. Prescinda de considerar que el procedimiento que le fue aplicado a la quejosa por parte de la autoridad responsable fue el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; y, 

4. Hecho lo anterior, con libertad de jurisdicción, resuelva lo que en derecho corresponda. 
Lo resaltado es propio
(…)”.

De la transcripción se desprende que para cumplir con lo ordenado en la ejecutoria de mérito, este Tribunal debe dejar insubsistente la resolución de fecha diecisiete de febrero del dos mil veinte, y emitir otra en la que se prescinda de considerar que la parte actora carece de interés para demandar la nulidad del acto consistente en el acta retiro de vehículo impugnada, al haber sido demostrado el derecho de propiedad del vehículo objeto del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario **********; así como de prescindir de considerar que el procedimiento que le fue aplicado a la parte actora por parte de la autoridad demandada fue el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, al no haberse invocado dichos artículos dentro del procedimiento del que se duele la parte actora.

 En estricto acatamiento a lo ordenado en la ejecutoria de Amparo que se cumplimenta, en auto del cinco de abril del dos mil veintiuno, se dejó sin efecto la sentencia del diecisiete de febrero del dos mil veinte, y en los subsecuentes puntos considerativos, se resuelve lo que en derecho corresponda de conformidad con los lineamientos emitidos en la ejecutoria de Amparo que se cumplimenta.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Respecto del interés jurídico de la parte actora, y en estricto acatamiento a la Sentencia de Amparo que se cumplimenta, se señala que la parte actora acompañó a su demanda copia simple de la carta factura **********con clave vehicular **********así como de la tarjeta de circulación del vehículo relativo a dicha factura, documento aquél (carta factura) respecto del que se hizo referencia en el acta de comparecencia de la actora ante la autoridad demandada Director de Comunicaciones y Transportes, de veintitrés de abril de dos mil diecinueve, y en la cual se asentó que fue presentada para acreditar la propiedad del vehículo retirado de circulación, y documento éste último (licencia de circulación) a que se hizo referencia en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, por lo que cuenta con un derecho subjetivo de propiedad del vehículo retenido.

Así mismo se debe de manifestar que la parte actora impugna en el presente juicio la nulidad del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, folio **********, de fecha diecisiete de abril de dos mil diecinueve, efectuada sobre un vehículo del que acreditó era de su propiedad, y en donde se desprende que tanto el propietario como el conductor del vehículo afecto a un acta como la que impugnó de nula en el juicio natural, son responsables solidarios pasivos de las sanciones, los pagos y las multas que deriven de dichas actas, según lo dispuesto por los artículos 30, 32, 109, fracción I, y 132 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, y 126 del Reglamento de la Ley de Transporte Público, tal y como se refiere en la ejecutoria de amparo que en este acto se cumplimenta; de ahí que si la parte actora expuso ser propietaria del vehículo al que se refiere el acta de la que demandó la nulidad, es incuestionable que le asiste el interés jurídico para promover el juicio contencioso administrativo en contra de dicha acta; así mismo, se debe de hacer mención que conforme a su escrito de demanda no manifestó su interés en obtener una sentencia que le permitiera realizar actividades reguladas como la supuesta prestación del servicio oneroso de transporte público a terceros por los que se emitió la referida acta, de conformidad con lo establecido en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado.
Ahora bien, respecto del C. **********, en su calidad de Encargado de Despacho de la Dirección de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, acreditó su personalidad con el nombramiento expedido a su favor, por el Secretario de Comunicaciones y Transportes, el cual obra a foja 55 del expediente en el que se actúa. 

Respecto al C. **********en su calidad de Director General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, acreditó su personalidad con el nombramiento expedido a su favor por la Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, documental que obra a foja 57 del expediente en el que se actúa.
Por otra parte el C. **********justificó su personalidad de inspector adscrito a la Dirección General de Comunicaciones y Transportes, con la credencial expedida a su favor por el Titular de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, documental que obra a foja 72 del expediente en el que se actúa.

Por último, el C. ********** justificó su personalidad de Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con el nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, documental que obra a foja 91 del expediente en el que se actúa.
A las documentales anteriormente referidas, se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto consistente en la emisión y aplicación del acta de retiro vehículo no concesionario/no permisionario, con folio **********, de fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve; la orden de pago signada por el Director General de Comunicaciones y Transportes misma que es dirigida a la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve; así como el recibo de pago con número de folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de **********. 
QUINTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que la parte actora señala en su escrito inicial de demanda, entre otros actos impugnados el siguiente.

“La orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic), suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes, **********de fecha 23 de abril de 2019”

Por lo que, se considera que en la especie respecto de dicho acto impugnado, se  actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa:

“Artículo 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
…
XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.

…”

Ahora bien, se dice lo anterior, debido a que  dicho acto no corresponde a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad a que se refieren las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,                       que establece la competencia de este Órgano de legalidad, como enseguida se explica.

Primeramente es pertinente atender a lo dispuesto en el artículo 7 la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que establece la competencia de este Órgano de legalidad, que dice textualmente lo siguiente.

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación; 

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; 

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales; 

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales; 

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público; 

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado; 

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes público estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal; 

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; 

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo; 

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. 

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa; 

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos; 

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado; 

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí; 

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y 

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal. Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. 

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”.

De las fracciones I y XI de la citada disposición, se desprende que las Salas del Tribunal conocerán de los juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; por lo que necesariamente se requiere de que exista una actuación definitiva por parte de una autoridad en la que determine, ordene o ejecute un agravio al interés jurídico del particular y que constituya por ende una resolución o acto definitivo, que permita a esta Sala Unitaria emitir un pronunciamiento en la medida que uno de los objetivos del juicio de nulidad es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad.
De esta manera, tenemos que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando  ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución emitida por una autoridad estatal, municipal o de un organismo descentralizado, a efecto de que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación, incluyendo como una afectación susceptible de ser impugnada, de lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un “acto o resolución definitiva” dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de las previstas por las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y ese acto o resolución además cause un agravio personal y directo al particular en su esfera jurídica.
En el presente asunto, es necesario señalar que el acto impugnado consistente en “la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic), suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes **********, de fecha 23 de abril de 2019”, el cual se localiza a fojas 20 del presente expediente, no constituye una resolución, ni tampoco se trata de una contestación a una petición formulada, sino un acto de mero trámite entre autoridades, de ahí que no pueda considerarse un acto de molestia que incida en la esfera jurídica del accionante, pues no se encuentra dirigido a su persona, sino a una dependencia (Oficina Recaudadora de Finanzas), a quien el Director General de Comunicaciones y Transportes le solicita efectuar el cobro correspondiente a la parte actora, en los términos del citado oficio, por lo que se trata de una solicitud entre autoridades y por tanto no puede ser considerado como acto de molestia en la persona, familia, domicilio, papeles o posesiones del actor, en términos del numeral 16 de la Constitución Federal, habida cuenta que atendiendo al contenido del citado oficio, el mismo no es una resolución, ni tampoco se trata de una contestación a una petición formulada, sino un acto de mero trámite entre autoridades, por lo que con el oficio en cuestión no se causa perjuicio al accionante.
Es decir, que “la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic), suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes **********, de fecha 23 de abril de 2019”, es meramente una orden de cobro que gira el Director General de Comunicaciones y Transportes a la Oficina Recaudadora de Finanzas, respecto de la infracción impuesta a la ahora actora ********** por infracción a la Ley de Transporte Público del Estado; además de que no reúne las características de resolución administrativa a que se refiere el artículo 3° en su fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que no se trata de un acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas. En ese sentido la norma legal de referencia dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por: 

…XX. “Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;…”

En ese tenor, el acto que señala como impugnado el actor anteriormente referido, no constituye controversia de carácter administrativo derivada de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio del particular, la autoridad demandada, toda vez que si bien es cierto en el contenido de dicho oficio de fecha veintitrés de abril del dos mil diecinueve, se aprecia que se hace alusión al acta elaborada por personal de inspección de fecha diecisiete  de abril del dos mil diecinueve, también lo es que, no es en el contenido de dicho acto en el que aparece la resolución que ponga fin a dicho procedimiento, por lo que dicho oficio no produce efectos jurídicos definitivos, los cuales serían propios y exclusivos de la resolución que se emita con base en el resultado de la inspección realizada, y en la que se determine la sanción correspondiente y se haga del conocimiento del actor la decisión definitiva que ponga fin al asunto, situación está que no ocurre en la presente controversia, habida cuenta que el acto en controversia no se encuentra dirigido a la parte actora, por lo que no se trata de actos que importen la creación, transmisión, modificación o extinción de una situación jurídica concreta y que con la misma se cause un perjuicio al aquí demandante, razón por la cual no es de los que se consideran en las fracciones I y XI del numeral 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al no tratarse de acto o resolución definitiva, o que ponga fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio del particular, las autoridades demandadas, por lo que es dable concluir que resulta improcedente el juicio de nulidad que nos ocupa; además de que en la orden de cobro no se plasman circunstancias de modo, tiempo o lugar relacionada con la falta administrativa que permita a esta Sala Unitaria analizar si la autoridad ajusto su actuar a la ley que rige la materia.

“Época: Novena Época, Registro: 175530, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.15o.A.46 A, Página: 2057 

ORDEN DE COBRO DE UNA MULTA DERIVADA DE UNA FALTA ADMINISTRATIVA. SU EMISIÓN NO SE ENCUENTRA REGIDA POR LA GARANTÍA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, PORQUE NO ESTÁ DESTINADA A AFECTAR LA ESFERA JURÍDICA DE LOS GOBERNADOS.

La emisión de la orden de cobro de una multa derivada de una infracción administrativa, no se encuentra sujeta a la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 constitucional, en tanto que no está destinada a afectar la esfera jurídica de los gobernados, pues sólo tiene por objeto hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción de esta índole; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que precisa de la satisfacción de tales requisitos formales, por ser la que provoca molestia en la esfera jurídica del gobernado. De lo que se sigue que la circunstancia de que en la orden de cobro de la multa no se plasme ninguna circunstancia de modo, tiempo o lugar relacionada con la falta administrativa, de ninguna manera implica violación a la garantía de fundamentación y motivación.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En resultado de lo anterior, y por virtud de actualizarse la causa de improcedencia a que se contrae la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en consecuencia legal procede decretar el sobreseimiento del acto consistente en “la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas (sic), suscrita por el Director General de Comunicaciones y Transportes **********, de fecha 23 de abril de 2019”.
Por último, de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará otra causal; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye el demandante en contra del acto impugnado.

SEXTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja de la 05 a la 16 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a. /J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEPTIMO.- En este punto considerativo, se analizarán los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, lo cual se realizará conforme a lo señalado en la sentencia de Amparo que se cumplimenta; en el sentido de que se prescinda de considerar que la parte actora carece de interés para demandar la nulidad del acto consistente en el acta retiro de vehículo impugnada, así como de prescindir de considerar que el procedimiento que le fue aplicado a la parte actora por parte de la autoridad demandada fue el previsto en los artículos 122 y 132 del Reglamento de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí.
En ese sentido, esta Segunda Sala Unitaria, para un mayor entendimiento de la presente resolución, procede al estudio del concepto de impugnación identificado con el número tercero contenido en el escrito inicial de demanda, el cual es hecho valer en contra del acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario con número de folio **********documental que obra a fojas 18 y 19 del expediente en el que se actúa, y que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, ello atendiendo al principio de mayor beneficio y de conformidad con los siguientes criterios:  

Época: Octava Época 

Registro: 222213 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VIII, Julio de 1991 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 122 

AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS.

Es obvio que ninguna lesión a los derechos de los quejosos pueda causarse por la sola circunstancia de que los agravios se hayan estudiado en su conjunto, esto es, englobándolos todos ellos, para su análisis, en diversos grupos: ha de admitirse que lo que interesa no es precisamente la forma como los agravios sean examinados, en su conjunto, separando todos los expuestos en distintos grupos o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o en orden diverso, etc.; lo que importa es el dato substancial de que se estudien todos, de que ninguno quede libre de examen, cualesquiera que sea la forma que al efecto se elija.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Época: Novena Época 

Registro: 166717 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXX, Agosto de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XVI.1o.A.T. J/9 

Página: 1275 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Lo anterior, en virtud de que con ello se estaría satisfaciendo las pretensiones de la parte actora señaladas en su escrito inicial de demanda, consistente en la nulidad del acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********de fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve, así como la devolución del pago que realizó en virtud de la retención del vehículo de su propiedad.

En ese sentido, el actor manifiesta medularmente que el acto de autoridad vulnera en su perjuicio los artículos 1, 14, 16 de la Constitución Política de lo Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que el supuesto inspector, no señaló los artículos que lo facultan con el cargo que se ostentó para levantar el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con circunstancias de modo, tiempo y lugar.

Que el inspector fue omiso en invocar los preceptos normativos que le otorgan competencia material, territorial e incluso de grado, ello para poder emitir el acta de retiro de vehículo referida, por lo que no hay certeza, ni seguridad de que contaba con facultades de realizar dicho acto.

Que dicho inspector se encontraba obligado a establecer los preceptos legales sobre los cuales versó su actuar, citando las disposiciones normativas que prevén su atribución, y referente a su competencia territorial debió expresar las disposiciones que le permitieran ejercer dichas facultades; lo que trajo como consecuencia que se atentara contra la exigencia constitucional que tienen las autoridades de  dar certeza y seguridad jurídica a los gobernados frente a los actos que afectan o lesionan su esfera jurídica, por lo que lo dejan en total estado de indefensión.

Con base en lo anterior, se considera fundado lo argumentado por el actor y suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, en virtud de que el Inspector que realizó la diligencia de inspección con número de folio **********, de fecha **********, no acreditó en el acto de molestia, las facultades con que contaba para retirar de circulación el vehículo particular NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO como una sanción; tal y como se fundamentó en el acta que se impugna, con independencia de las facultades conferidas para aplicar medidas de seguridad; ello de acuerdo con el estudio de la fundamentación y motivación de la competencia de la autoridad emisora del acta de fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve, misma que se localiza a fojas 18 y 19 del expediente en el que se actúa, en la cual se ordenó como sanción el retiro del vehículo con ********** **********.
Al respecto, conforme a lo previsto en los artículos 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, de ahí que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 

Por tanto, en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la certeza o seguridad jurídica, lo que significa, que sepa en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida.
 

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

Así, se tiene entonces que todo acto de molestia, que se dé a conocer a los particulares, a efecto de que sea legal, debe cumplir entre otros requisitos, con que el mismo sea emitido por autoridad competente y cumpliéndose las formalidades esenciales del procedimiento que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente se dictará por quien tenga competencia para ello, expresándose el carácter de la autoridad respectiva que lo suscribe, el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades, pues de lo contrario se dejaría al gobernado en estado de indefensión, al desconocer el apoyo que faculte a la autoridad al emitir el acto. 

Pues, al desconocer el apoyo que faculta a la autoridad para expedir el acto y el carácter con el que lo hace, resulta evidente que no se le otorgaría al particular la oportunidad de examinar si la actuación de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si este es o no conforme a la ley o a la Constitución; ello es así, porque tienen el alcance de exigir que todo acto de molestia se emita por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades. 

El Poder Judicial de la Federación, ha establecido criterio firme, en el sentido de que para cumplir con el derecho de fundamentación establecido en el artículo 16 Constitucional, es necesario que la autoridad precise su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la Ley, Reglamento, Decreto o acuerdo que le otorguen la atribución ejercida.

Determinando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en reiteradas ocasiones, que la fundamentación de la competencia es requisito esencial del acto de autoridad, como se aprecia de la jurisprudencia P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, número 77, Mayo de 1994, página 12, que dice:
Época: Octava Época; Registro: 205463; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Núm. 77, Mayo de 1994; Materia(s): Común; Tesis: P./J. 10/94; Página: 12 

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.

Así, el Máximo Tribunal ha ido profundizando en la interpretación y alcance de lo dispuesto en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los derechos de legalidad y seguridad jurídica, así como en la obligación a cargo de la autoridad de incluir en los actos administrativos la cita o transcripción de los preceptos que le confieren competencia. 

A ese respecto, se puede citar el criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación a que en materia administrativa, para poder considerar un acto de autoridad como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: 
a) Los cuerpos legales y preceptos que se están aplicando al caso concreto, que contengan los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones, párrafos y preceptos aplicables y;

b) Los cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.

De donde se sigue, que la competencia del órgano administrativo es el conjunto de atribuciones o facultades que le incumbe, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica.

Además, que de esta manera, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.

De tal manera que, la competencia de las autoridades administrativas se fija siguiendo, básicamente, cuatro criterios, a saber:

a) Materia: Atiende a la naturaleza del acto y a las cuestiones jurídicas que constituyen el objeto de aquel, se ubican dentro del campo de acción de cada órgano, que se distingue de los demás. 

b) Grado: También llamada funcional o vertical y se refiere a la competencia estructurada piramidalmente, que deriva de la organización jerárquica de la administración pública, en la que las funciones se ordenan por grados (escalas) y los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a los superiores o viceversa.

c) Territorio: Esta hace alusión a las circunscripciones administrativas. El Estado por la extensión de territorio y complejidad de las funciones que ha de realizar, eventualmente se encuentra en necesidad de dividir su actividad entre órganos situados en distintas partes del territorio, cada uno de los cuales tiene un campo de acción limitada localmente; por tanto, dos órganos que tengan idéntica competencia en cuanto a la materia, se pueden distinguir, sin embargo, por razón de territorio.

d) Cuantía: Atiende al mayor o menor quantum, se determina por el valor jurídico o económico del objeto del acto que ha de realizar el órgano correspondiente.

Así, para estimar que un acto de autoridad está debidamente fundado, la autoridad administrativa debe invocar adecuadamente su competencia (por materia, grado, territorio y cuantía), este deber, en algunos casos, implica transcribir una porción del precepto que prevé tal competencia, cuando se trate de una norma compleja.

El criterio expuesto quedó establecido en la jurisprudencia 115/2005, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, Septiembre de 2005, página 310, que a la letra señala:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio…”

Criterios de referencia que constituyen requisitos sine qua non del acto de imperium, de cuya observancia depende la legalidad del acto que afecte la esfera jurídica del particular.

Esto es así, pues sin los requisitos aludidos, el acto de autoridad se tornaría autoritario e ilegal, situación que se traduce en un estado de indefensión e incertidumbre jurídica al gobernado que lo resiente, pues desconocería si el ente que lo emite, se encuentra o no legalmente facultado para ello, vulnerando inevitablemente el estado de derecho que debe regir su actuación.

Ahora bien, en un primer momento, se estima conveniente realizar la digitalización del acto impugnado consistente en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********de fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve, y en el cual la diversa autoridad demandada, el inspector de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes en el Estado establece diversos artículos en los cuales fundamenta sus actuaciones que realizó ante el vehículo de la parte actora de este juicio.

DIGITALIZACIÓN
Del acta anteriormente digitalizada, se aprecia que la autoridad emisora del acto impugnado, menciona diversos artículos en su actuación, específicamente los numerales 32 y 109 fracción I de La Ley de Transporte Público en el Estado, indicándose que el citado artículo 32 define como servicio público de transporte de pasajeros o de carga exclusivamente el que realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o permiso expedido por las autoridades competentes.

Asimismo, indica el precepto referido que en consecuencia, son aplicables las sanciones expuestas en los artículos 109 fracción I y 132 de la Ley de Transporte Público, que corresponden a las causas de retiro de vehículos de la circulación, para su depósito en aquéllas áreas que determine la Secretaría, el no contar con la concesión o permiso para realizar el servicio público de transporte, según corresponda; de igual manera el numeral 132 establece que se hará acreedor a una multa de trescientas a quinientas unidades de medida y actualización vigente, a quien ofrezca el servicio de transporte público de cualquier modalidad, careciendo de concesión o permiso otorgados por el Ejecutivo del Estado.

Cabe señalar que del análisis a dichas disposiciones jurídicas; dichos artículos 32 y 109, fracción I de la Ley de Transporte Público del Estado, a la fecha en que se emitió el acto de molesta –diecisiete de abril del dos mil diecinueve-, ya  habían sido reformados, tal y como se establece en la siguiente comparativa:  
	ARTICULOS MENCIONADOS EN EL ACTA IMPUGNADA
	ARTICULOS VIGENTES EN EL MOMENTO DE LA EMISIÓN DEL ACTO IMPUGNADO

	ARTICULO 32.- Para efectos de esta ley y sus ordenamientos reglamentarios, constituye servicio público de transporte de pasajeros o de carga exclusivamente el que realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o permiso expedido por las autoridades competentes, en los términos que en la misma se señalan.

En consecuencia son aplicables las sanciones expuestas en los artículos 109 fracción I, y 132 de la Ley de Transporte Público vigente en el Estado, que corresponden a lo siguiente:

…
	(REFORMADO, P.O. 15 DE JULIO DE 2014) 
ARTÍCULO 32. Para efectos de esta Ley y sus ordenamientos reglamentarios, constituye servicio público de transporte de pasajeros o de carga, exclusivamente el que realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o de un permiso temporal expedidos por las autoridades competentes, en los términos que en la misma se señalan.

	ARTICULO 109.- Son causas de retiro de los vehículos de la circulación, para su depósito en aquéllas áreas que determine la Secretaría, las siguientes: 

I. No contar con la concesión o el permiso para realizar el servicio público de transporte, según corresponda.

	ARTICULO 109. Son causas del retiro de los vehículos de la circulación, para su depósito en aquellas áreas que determine la Secretaría, las siguientes: 

(REFORMADA, P.O. 18 DE JUNIO DE 2015) 

I. Ofrecer o prestar el servicio público de transporte sin contar con concesión o permiso;


Así las cosas, del contenido del acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, de fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve, se desprende que el inspector demandado, de acuerdo a las disposiciones legales que en el acta transcribe, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 32 párrafo segundo de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, le aplica la sanción prevista en el artículo 109, fracción I, del ordenamiento legal en cita, es decir el del retiro del vehículo.
Sin embargo, se debe de precisar que de acuerdo a la comparativa anteriormente realizada, se aprecia que en el artículo 32 vigente en el momento en que se realizó el acta impugnada, no se contempla que el inspector pueda aplicar algún tipo de sanción, por lo que es de estimarse que el acto impugnado contiene una indebida fundamentación, ya que el inspector demandado impone una sanción basándose en un diverso artículo que fue reformado el quince de julio del dos mil catorce, por lo que es de considerarse que existe un indebida fundamentación del mismo, ya que el inspector aplica una sanción que no está prevista en la ley de Transporte Público vigente al momento en que se levantó el acta impugnada.
Tal y como ya ha sido referido, el Inspector de nombre **********, una vez que formuló el acta de fecha **********, de acuerdo a los hechos narrados en la misma, le informó al C. **********, que se encontraba infringiendo lo dispuesto por los artículos 30 y 32 de la Ley de Transporte Público vigente en el Estado, los que se encuentran transcritos en el acta impugnada, además de los que cita el propio artículo 32 de la ley de referencia, como lo son el artículo 109 fracción I y 132 de la Ley de Transporte Público vigente en el Estado y hace del conocimiento, que el vehículo que transportaba el aquí actor, se encontraría en depósito de guardia y custodia en la pensión de nombre **********, levantándose el inventario correspondiente al vehículo referido en la citada acta.

Advirtiéndose que, el retiro del vehículo descrito en el acta impugnada, con número de ********** **********fue retirado y depositado en la pensión correspondiente, en aplicación a las sanciones establecidas en los artículos 109 fracción I y 132 de la Ley de Transporte Público del Estado, por disposición del artículo 32 de la ley en cita.
Máxime que en, el oficio **********, de fecha veinticinco de marzo de dos mil diecinueve, signado por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, por una parte habilita como Inspector al C. **********, cuya copia certificada se localiza a fojas 71 de autos, y por la otra le instruye a fin de llevar a cabo las funciones de vigilancia, inspección y aplicación de medidas de seguridad, a los vehículos operadores del servicio de Transporte en sus diversas modalidades; oficio del cual no se advierte que se le hubieran concedido facultades al Inspector habilitado, a efecto de que impusiera sanciones como lo realizó, al retirar el vehículo que transportaba el aquí actor, al momento de formular el acta impugnada, resultando pertinente realizar la digitalización del mismo:
DIGITALIZACIÓN
Ahora bien, del oficio de comisión anteriormente digitalizado, se desprende en la parte conducente diversas disposiciones legales en las cuales manifiestan que el titular de la Secretaria podrá ordenar los procedimientos de inspección y vigilancia del servicio de transporte público; que los propietarios o conductores de vehículos particulares no podrán por sí o por conducto de terceros prestar servicios de trasporte a título oneroso; que entre las medidas de seguridad se encuentran el retiro de los vehículos de la circulación.

De lo hasta aquí expuesto, se puede concluir que efectivamente existe una indebida fundamentación y motivación de la competencia del Inspector habilitado en el oficio **********, de fecha veinticinco de marzo de dos mil diecinueve, para imponer la sanción que contiene el acto impugnado; ello en virtud de que los artículos que contiene el mismo, solo lo habilitan para llevar a cabo las funciones de vigilancia, inspección y aplicación de medidas de seguridad.
Pues de los numerales que cita en el acto impugnado –acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario-, el Inspector demandado, es omiso en fundar y motivar su competencia para imponer la sanción administrativa contenida en la misma, ya que ninguno de los artículos transcritos le otorga legitimación y facultades para imponer una sanción; por lo que le asiste la razón al actor, al señalar que el Inspector demandado, omitió acreditar que se encontraba facultado para retirar de circulación el vehículo que transportaba al momento de que fuera formulada el acta impugnada, ya que no se citan los fundamentos de derecho que así lo demuestren, contraviniendo así la autoridad demandada lo establecido en los artículos 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y 16 de la Carta Magna, pues omite precisar las leyes aplicables que expresamente contengan las facultades para que la autoridad demandada fundamente la competencia para imponer la sanción contenida en su acto administrativo, lo cual es una obligación ineludible a fin de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos del justiciable, referentes a la legalidad, seguridad jurídica y debido proceso; como lo exigen los artículos 14 y 16 Constitucionales, concatenados con los arábigos 164 fracciones I y V, 165 fracciones I y II, y 166 del citado Código Procesal Administrativo, toda vez que en el ámbito administrativo, la competencia resulta improrrogable. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, localizable con los siguientes datos y rubro: Época: Novena Época, Registro: 175658, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: XV.4o.18 A, Página: 1961.

“COMPETENCIA. EN EL ÁMBITO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO ES IMPRORROGABLE Y, POR TANTO, NO EXISTE SUMISIÓN TÁCITA DEL GOBERNADO. La competencia en materia administrativa puede definirse como el complejo de facultades, obligaciones y poderes atribuidos por el derecho positivo a un determinado órgano administrativo; así, las normas que establecen la competencia son de orden público, pues éstas se forman con miras al interés público, no al del órgano estatal, por lo que aquélla es irrenunciable e improrrogable, tanto por acuerdo entre las partes, como de ellas con la administración; esto inclusive para la competencia territorial, a diferencia de lo que ocurre en el derecho procesal. Luego, el hecho de que el gobernado -con el fin de evitarse conflictos con la administración pública- intente cumplir lo que le es requerido por un ente estatal sin controvertir su competencia, de ninguna manera legítima la actuación de una autoridad incompetente, ya que, se reitera, la competencia en el ámbito administrativo es improrrogable. Además, en caso de que se estimara prorrogable por sumisión tácita, se obligaría a los particulares a mostrarse insumisos a los mandamientos de las autoridades que estimaran incompetentes (o que no fundaran adecuadamente su competencia), con la posibilidad de que se aplique en su contra algún tipo de coacción que pudiera derivar en actos de molestia o privación; se suma a lo anterior, el hecho de que el fundamento de la competencia de las autoridades constituye un elemento esencial del acto de autoridad, cuyo cumplimiento puede ser impugnado por los particulares en el momento en que les produzca algún agravio jurídico, tan es así que el artículo 238 del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, impone al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que analice de oficio si la autoridad administrativa carece o no de competencia legal para emitir el acto impugnado o alguno de los que le sirven de antecedente o apoyo; por lo que en el caso de que se aceptara la sumisión tácita del particular a la competencia de la autoridad, se llegaría al absurdo de convalidar actos viciados en su origen por provenir de autoridades incompetentes. …”

Cabe aclarar, que las autoridades demandadas en su escrito de contestación de demanda, señalan que corresponde a esa Dependencia (Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado), la facultad para realizar operativos continuos y aleatorios de vigilancia sobre la prestación del servicio de transporte en todas sus modalidades, que las acciones de vigilancia, entre las cuales, se encuentran las de inspeccionar y sancionar a los transgresores del artículo 30 de la Ley de Transporte Público del Estado, es decir, a los propietarios y conductores de vehículos particulares que se encuentren prestando servicios a terceros a título oneroso, sin contar con una concesión o permiso expedido para tal efecto por el Ejecutivo del Estado, quienes serán acreedores a las sanciones correspondientes.
Por otra parte, se tiene que el artículo 17, fracción XIV, de la Ley de Transporte del Estado, establece que le compete al Titular de la Secretaría entre otras atribuciones, la de imponer las sanciones que procedan de conformidad con la ley de la materia y su reglamento; así como el artículo 12 fracción XXXVII, en donde se manifiesta que es el titular de la Secretaria de la Dirección de Transportes del Estado, el único facultado para la imposición de sanciones, resultando pertinente realizar la transcripción en la parte que nos interesa:

LEY DE TRANSPORTE DEL ESTADO
“ARTICULO 17. El titular de la Secretaria, además de las que le confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, tendrá las siguientes atribuciones:
(…)
XIV. Imponer las sanciones que procedan de conformidad con la presente Ley y sus reglamentos;
(…)”
REGLAMENTO DE LA LEY DE TRANSPORTE DEL ESTADO

Artículo 12. Corresponde a la Dirección General de Comunicaciones y Transportes, el ejercicio de las siguientes atribuciones:
(…)

XXXVII. Imponer las sanciones administrativas previstas en la Ley de Transporte Público del Estado de San Luís Potosí y ordenar la detención de unidades particulares que presten el servicio de transporte público, sin contar con la concesión o permiso correspondientes para prestarlo;
(…)

Por lo que en ese sentido se puede decir que el inspector que levantó el acta de fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve, carece de competencia para imponer la sanción prevista en el artículo 109 fracción I, consistente en el retiro de vehículo a la parte actora.

En esa tesitura, puede concluirse que el acto consistente en acta de fecha diecisiete de abril de dos mil diecinueve en la que se sanciona a la parte actora, carece de los elementos establecidos en las fracciones I y V del artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre al actor, e infringe lo ordenado en la primera parte del primer párrafo del artículo 16 Constitucional, ante la ausencia total de fundamentación y motivación de la competencia que corresponde a la autoridad que emite dicho acto; ubicándose así, en las causales de nulidad establecidas en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del citado Código Procesal Administrativo.

Por lo que, esta Sala Unitaria determina, que es procedente decretar la ilegalidad e invalidez y por consecuencia la nulidad lisa y llana del acta de fecha **********, emitida por el Inspector **********, en la que impone una sanción al actor consistente en el retiro del vehículo con número de ********** ********** Lo anterior, por haberse emitido por una autoridad que fue omisa en fundar y motivar su competencia, requisito esencial que debe constar en todo acto o resolución administrativa, lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre al actor, al verse afectado de la legalidad que todo acto administrativo debe contener, conforme a los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los artículos 164, 165 y 166 del citado Código Procesal Administrativo.

Sirve de apoyo la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Registro: 188431, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XIV, Noviembre de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 52/2001, que dice lo siguiente: 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos….”

Así las cosas, este Juzgador concluye que resulta ilegal e invalido el acto impugnado consistente en el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario con número de folio ********** de diecisiete de abril del dos mil diecinueve, por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado el requisito de debida motivación, situación que deja en estado de indefensión al hoy actor; actualizándose con ello la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la incompetencia del funcionario que lo emitió, en específico las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales, dado que la fundamentación utilizada en el acto impugnado resultó indebida lo que es una violación de fondo; por lo que procedente es declarar su nulidad.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción I, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario con número de folio **********, levantada con fecha diecisiete de abril del dos mil diecinueve, por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno. Máxime que aún en el supuesto de que se hubiera decretado la ilegalidad de dicho acto por algún vicio formal; lo cierto es que en virtud de la naturaleza del acto debatido la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, pues lo cierto es que no podrían retrotraerse las circunstancias de tiempo, modo y lugar que originaron su levantamiento para enmendar cualquier violación acontecida en la actuación de la autoridad.

En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario –como en su momento fue el secuestro del vehículo propiedad de la parte actora, y el pago de la multa derivado de ella -, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad.

Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

“FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la autoridad demandada:

· Que realice las gestiones necesarias para que le sea reintegrada a la parte actora, la cantidad de ********** la cual realizó por motivo del secuestro de su vehículo, situación que se demuestra con el recibo expedido por la Dirección General de Ingresos de fecha siete de mayo del dos mil diecinueve, con número de folio **********, documental que obra a foja 21 del expediente en el que se actúa.
· Así como de la cantidad correspondiente a ********** la cual fue erogada con motivo de pensión del vehículo retenido, situación que se demuestra con el recibo fiscal número ********** de fecha siete de mayo del dos mil diecinueve, documental que obra a foja 22 del expediente en el que se actúa.
· Por último, de la cantidad correspondiente a ********** la cual fue erogada con motivo del traslado y pensión del vehículo a la pensión, situación que se demuestra con el recibo fiscal número ********** de fecha siete de mayo del dos mil diecinueve, documental que obra a foja 23 del expediente en el que se actúa.
La devolución de las cantidades anteriores, se consideran en virtud de que la parte actora no estaba obligada a resentir ningún tipo de consecuencia del acto de molestia, ni a erogar dichas cantidades, y toda vez que tal situación –pago- fue consecuencia de la determinación llevada a cabo en el acto declarado ilegal –acta retiro de vehículo no concesionario/ no permisionario-, de retirar de la circulación el vehículo que conducía el hoy demandante el cual es de su propiedad, para ser depositado en aquella área determinada por la Secretaría de acuerdo a lo establecido en el artículo 109, de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad lisa y llana del acta impugnada y se ordenó la devolución de las cantidades pagadas por la parte actora, resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracción I, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el “ACTA RETIRO VEHÍCULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO” de fecha diecisiete de abril de dos mil diecinueve, con número de folio **********por lo que se deja sin efecto legal alguno; y se ordena la devolución de las cantidades monetarias erogadas por la actora como consecuencia de dicha acta, de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Septimo de la presente Sentencia.
TERCERO.- Remítase copia autorizada de esta Sentencia al Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito para efectos de cumplimiento de la Ejecutoria del Juicio de Amparo 301/2020.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado quien actúa con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
 �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Artículo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”








